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Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

 Comparece ante nos, la parte peticionaria Asociación de 

Residentes de Estancias de Cidra (en adelante, la Asociación), 

mediante el recurso de epígrafe y nos solicita que revisemos la 

Minuta Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Caguas el 12 de enero de 2021, notificada el 28 de enero de 2021. 

Mediante el aludido dictamen, el foro a quo declaró No Ha Lugar a la 

moción de reconsideración sobre la denegatoria una moción de 

desestimación de la reconvención.  Surge, además, de dicha Minuta 

Resolución, que está pendiente de adjudicación, una moción de 

sentencia sumaria incoada ante el foro primario por la parte 

peticionaria.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega el recurso de Certiorari de epígrafe. Aclaramos que no 

ostentamos jurisdicción para entender en el segundo señalamiento 

de error. 
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 El caso de marras tiene su origen el 2 de diciembre de 2019, 

cuando la parte peticionaria incoó una Demanda en cobro de dinero 

al amparo de la Regla 60 de Procedimiento Civil,1, en la que le 

reclamó a William Julia López Ortiz, Nitza López Alsina y la Sociedad 

Legal de Gananciales compuesta por ambos (en adelante, los 

recurridos), la suma de $3,234.13 por concepto de pago de cuotas 

de mantenimiento. Consecuentemente, solicitó que se declarara Con 

Lugar la Demanda y se condenara a los recurridos al pago de 

$3,234.15 por concepto de cuotas de mantenimiento adeudadas, 

más una suma de honorarios de abogado de 33%, las costas y gastos 

del pleito con cualquier otro pronunciamiento que en derecho 

proceda.  

 El 30 de marzo de 2020, los recurridos presentaron 

Contestación a Demanda y Reconvención en la que cuestionaron la 

cantidad de la cuota de mantenimiento reclamada por la Asociación. 

Alegaron deficiencias e irregularidades por parte de la Junta de 

Directores.  Solicitaron, además, que se obligara a la peticionaria a 

realizar elecciones, según dispone el Reglamento y se le condenara 

al pago de $20,000.00 por concepto de daños y perjuicios; una suma 

no menor de $25,000.00 por daños al valor de la propiedad, más las 

costas, gastos y $5,000.00 en honorarios de abogados por 

temeridad. 

 Ese mismo día, 30 de marzo de 2020, la parte recurrida incoó 

ante el foro primario Moción Solicitando que se Excluya el Caso del 

Procedimiento de Regla 60 y se Tramite por la Vía Ordinaria.  En 

atención a la referida solicitud, el 2 de abril de 2020, el foro recurrido 

ordenó que el caso se ventilara por la vía ordinaria. 

 El 19 de abril de 2020, la parte peticionaria presentó Moción 

en Solicitud de Desestimación de Reconvención. En apretada síntesis, 

 
1 32 LPRA Ap. V, R. 60. 
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la Asociación adujo que los recurridos reclaman en su reconvención 

el incumplimiento de la Junta de Directores con sus deberes y 

funciones, de acuerdo con el Reglamento.  Arguyó que los reclamos 

de los recurridos deben ventilarse ante el Departamento de Asuntos 

al Consumidor (DACo), por ser dicho foro el que ostenta la 

jurisdicción primaria para atender dichos reclamos y no el Tribunal 

de Primera Instancia.  

 El 18 de mayo de 2020, los recurridos incoaron Moción en 

Oposición a Desestimación y solicitaron que se ordenara a la parte 

peticionaria contestar la Reconvención o en la alternativa, se citara 

para una vista argumentativa, con cualquier otro pronunciamiento 

que en derecho procediera.  

 El 21 de septiembre de 2020, la parte peticionaria presentó 

Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria sobre Cobro de Dinero en 

la que reiteró su solicitud de que se condenara a los recurridos al 

pago de $3,234.15 por concepto de cuotas de mantenimiento, así 

como costas en la suma de $60.00 y $1,067.26 de honorarios de 

abogado.  

 Por su parte, el 7 de octubre de 2020, los recurridos 

comparecieron mediante Moción Urgente Solicitando se Declare Sin 

Lugar la Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria. Mediante esta, 

arguyeron que la Declaración Jurada utilizada en apoyo a la Moción 

en Solicitud de Sentencia Sumaria sobre Cobro de Dinero presentada 

por la parte peticionaria carecía de firma, fecha, forma y contenido. 

Adujeron, además, que la parte peticionaria incumplió con el 

descubrimiento de prueba, por lo que solicitaron que se declararan 

No Ha Lugar, la Moción en Solicitud de Desestimación de 

Reconvención y la Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria sobre 

Cobro de Dinero.  

 Tras varios trámites procesales, el 12 de enero de 2021, 

notificada el 28 de enero, el Tribunal de Primera Instancia notificó 
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mediante una Minuta Resolución el dictamen recurrido. Como 

dijimos, el foro a quo no reconsideró su dictamen mediante el cual 

denegó la moción de desestimación de la reconvención. 

 Inconforme, acude ante nos la parte peticionaria y plantea los 

siguientes errores:  

A. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que procede la Reconvención.  

 

B. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

no resolver la Moción de Sentencia Sumaria. 

Mediante nuestra Resolución del 4 de marzo de 2021 acogimos 

el recurso como un Certiorari, por ser lo procedente en derecho y le 

concedimos término a la parte recurrida para expresarse en torno al 

mismo.  Transcurrido el término dispuesto, sin que compareciera la 

parte recurrida, disponemos del recurso sin el beneficio de su 

comparecencia. 

II 

A. El auto de Certiorari 

El Certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

decisión de un tribunal inferior. Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009).  Distinto a los recursos de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de Certiorari 

de manera discrecional.  La discreción del foro apelativo intermedio 

“debe responder a una forma de razonabilidad, que aplicada al 

discernimiento judicial, sea una conclusión justiciera y no un poder 

para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

Derecho”.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 

(2008). De esa manera, la discreción se "nutr[e] de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 
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limitación alguna". (Citas omitidas). SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 435 (2013). 

Ahora bien, dicha “discreción no opera en lo abstracto. A esos 

efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios que dicho foro deberá 

considerar, de manera que pueda ejercer sabia y prudentemente su 

decisión de atender o no las controversias que le son planteadas”.  

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97.  La precitada 

Regla dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
  
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

(E)  Si la etapa de los procedimientos en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración. 
 

(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 

Sin embargo, “ninguno de los criterios antes expuestos en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, es 

determinante, por sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y no 

constituye una lista exhaustiva”. García v. Padró, 165 DPR 324, 327 

(2005). Por lo que, de los factores mencionados “se deduce que el 

foro apelativo intermedio evaluará tanto la corrección de la decisión 

recurrida, así como la etapa del procedimiento en que es presentada; 
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esto, para determinar si es la más apropiada para intervenir y no 

ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación injustificada 

del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97. 

El certiorari, como recurso extraordinario discrecional, debe 

ser utilizado con cautela y solamente por razones de peso.  Pérez v. 

Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948).  Éste procede cuando no 

está disponible la apelación u otro recurso que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario.  Pueblo v. Tribunal 

Superior, 81 DPR 763, 767 (1960).  Además, como se sabe, “los 

tribunales apelativos no debemos, con relación a determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales, sustituir nuestro criterio 

por el ejercicio de discreción del tribunal de instancia, salvo cuando 

dicho foro haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de 

discreción”.  Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664-

665 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado también que “de ordinario, el tribunal apelativo no 

intervendrá con el ejercicio de la discreción de los tribunales de 

instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que 

se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial”. Zorniak Air Servs. v. Cessna 

Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992). 

Debe quedar claro que la denegatoria a expedir, no implica la 

ausencia de error en el dictamen, cuya revisión se solicitó ni 

constituye una adjudicación en sus méritos. Por el contrario, es 

corolario del ejercicio de la facultad discrecional del foro apelativo 

intermedio para no intervenir a destiempo con el trámite pautado 

por el foro de primera instancia. Ahora bien, la parte afectada por la 

denegatoria a expedir el auto de certiorari podrá revisar dicha 
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determinación cuando el Tribunal de Primera Instancia dicte 

sentencia final y esta resulte adversa para la parte. Torres Martínez 

v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 98. 

B. El control de acceso  

La Ley de Control de Acceso, Ley Núm. 21 de 20 de mayo de 

1987, según enmendada, 23 LPRA sec. 64 et seq. (Ley 21), provee 

un mecanismo para la obtención de un permiso o autorización con 

el propósito de establecer el control del tráfico de vehículos de motor 

en las calles de urbanizaciones o comunidades residenciales. El fin 

perseguido de la Asamblea Legislativa fue brindarle a la ciudadanía 

otro instrumento para poder combatir la criminalidad. Alonso Piñero 

v. UNDARE, Inc., 199 DPR 32, 39-40 (2017); Caquías v. Asoc. Res. 

Mansiones Río Piedras, 134 DPR 181, 186 (1994). Entre los 

requisitos del estatuto, se encuentra la exigencia de que la 

comunidad interesada se estructure como un “consejo, junta o 

asociación de residentes debidamente organizada y registrada en el 

Departamento de Estado como una institución sin fines de lucro”. 

23 LPRA sec. 64a (a).  

En cuanto a la solicitud del permiso, la Sección 32 de la Ley 

21 dispone que el consentimiento de al menos tres cuartas partes 

de los titulares deberá constar expresamente por escrito bajo la 

firma de cada propietario. Alonso Piñero v. UNDARE, Inc., supra, pág. 

40. Reza como sigue la referida disposición: 

Que la solicitud de autorización para controlar el acceso 

o los accesos a la urbanización, calle o comunidad sea 
adoptada por lo menos por tres cuartas 3/4 partes de 
los propietarios de las viviendas allí establecidas. La 

participación de dichos propietarios estará limitada 
a un propietario por vivienda y deberá constar por 

escrito bajo la firma de cada uno de ellos. Una 
autorización para solicitar el permiso para controlar 
el acceso o accesos a la urbanización, calle o 

comunidad prestada voluntariamente por un 
propietario mayor de edad y en representación de 

una vivienda obligará al propietario a cumplir con lo 
dispuesto en la sec. 64d-3 de este título y estará en 

 
2 Renumerada por virtud de la Ley 179-2016. 
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pleno efecto y vigor mientras no se emita un 
documento escrito que claramente revoque la 

autorización prestada con fecha anterior. Una 
revocación de autorización para solicitar el permiso 

para controlar el acceso o accesos a la urbanización, 
calle o comunidad será válida únicamente si se presenta 
en cualquier momento hasta la fecha de celebración de 

la primera vista pública. Luego de esta fecha aplicará lo 
dispuesto en la sec. 64d-3 de este título. Aquellas 
personas que favorezcan la implantación del sistema 

deberán hacerlo expresamente y por escrito en el 
momento en que se lleve a cabo la gestión para 

obtener de los propietarios las autorizaciones 
necesarias para solicitar el permiso de control de 
acceso. 

 

23 LPRA sec. 64a (c). (Énfasis nuestro). 

La Ley 21 requiere un apoyo de los vecinos de setenta y cinco 

por ciento o más para que se pueda gestionar el control del acceso. 

Esto, a base de la participación de un propietario por vivienda y 

siempre que preste su anuencia por escrito. Mientras se notifique 

en o antes de la celebración de la primera vista pública, dicho 

consentimiento es revocable. En su defecto, aplicará con todo su 

vigor la obligación de pagar la cuota de mantenimiento.  

La Ley 21 establece también la facultad para establecer y 

cobrar cuotas de mantenimiento, mediante las cuales la junta de 

residentes pueda financiar y sostener el sistema de control de 

acceso. A esos fines, la Sección 113 estatuye, en lo pertinente, lo 

siguiente: 

(a) El consejo, junta o asociación de residentes está 
facultada para imponer una cuota para cubrir los 

costos y gastos de instalación, operación y 
mantenimiento del sistema de control de acceso, 

incluyendo los salarios o jornales del personal 
contratado. Asimismo, está facultada para cobrar dicha 
cuota y reclamar la deuda a un propietario por este 

concepto por la vía judicial. 
 

La obligación de pago recaerá en los siguientes 
propietarios: 
 

(1) Los propietarios de fincas en las que se haya inscrito 
la autorización o permiso bajo el procedimiento 
establecido en la sec. 64d-1 de este título. 

 

 
3 Id. 
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(2) Los propietarios que autorizaron la solicitud para 
establecer el control de acceso, según fue 

implantado. 
 

(3) Todo propietario adquirente de una finca, ubicada 
en una urbanización, calle o comunidad que ha sido 
autorizada por el municipio correspondiente para 

controlar el acceso o que, a la fecha de la compraventa, 
se encontrara en trámite de obtener el consentimiento 
de tres cuartas (3/4) partes de los propietarios y así 

conste en actas. Incluso, dicha obligación recaerá sobre 
toda aquella persona que no sea propietario adquiriente 

pero que advenga titular de la propiedad o comunero 
mediante una participación alícuota en común 
proindiviso, sin limitarse a los herederos o legatarios. 

Estas personas tendrán las mismas responsabilidades 
del pago de las cuotas de mantenimiento de propiedad 

desde el momento que advengan titular o comunero, 
como si fueran propietario adquiriente. 
[...] 

 
23 LPRA sec. 64d-3 (a). (Énfasis nuestro). 

 

Por su parte, la Sección 164 de la Ley 21 establece que los 

propietarios que no autorizaron expresamente y por escrito el 

establecimiento del sistema de control de acceso no están obligados 

al pago de cuotas para el establecimiento, operación, mantenimiento 

o remoción de ese sistema, excepto en aquellos casos en que se 

comprometan a esos pagos mediante un contrato escrito. 23 LPRA 

sec. 64g; Reglamento de Control de Tránsito y Uso Público de Calles 

Locales, Reglamento Núm. 3843, secs. 10.01-10.02 (Reglamento de 

Planificación Núm. 20). Ahora bien, a aquellos vecinos que no 

consintieron el sistema y, por lo tanto, no están obligados a 

contribuir con el pago de cuotas, se les debe garantizar el acceso al 

área sujeta al control de acceso en igualdad de condiciones, 

incluyendo la participación con voz y voto en las asambleas 

generales de la asociación de residentes, sea o no miembro de dicho 

organismo. Alonso Piñero v. UNDARE, Inc., supra, pág. 41. 

La Ley de Control de Acceso, supra, sección 1 (d) define: 

d)  Consejo, Asociación o Junta de Residentes- 

Organismo debidamente incorporado en el 
Departamento de Estado como organización sin fines de 

lucro creado para velar por los intereses de la 

 
4 Id. 
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comunidad el cual se rige por una Junta de Directores, 
oficiales electos, reglamento interno y sistema de 

recolección de cuotas.  Incluye el término Consejo de 
Titulares, según definido en la Ley Núm. 104 de 25 de 

junio de 1958, según enmendada, conocida como “Ley 
de Condominios”. 
 

Por otro lado, en el caso Consejo de Titulares del Condominio 

Victoria Plaza v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 407 (2012), 

nuestro Tribunal Supremo, en el contexto de la Ley de 

Condominios, supra, tuvo la oportunidad de resolver si el Tribunal 

de Primera Instancia, por vía de una reconvención compulsoria al 

amparo de la Regla 11.1 de Procedimiento Civil, supra, y sustentada 

en el principio de economía procesal, adquiere jurisdicción para 

atender reclamaciones de un condómino hacia la Junta de 

Directores y/o el Consejo de Titulares.  Allí, el Alto Foro señaló que 

la aplicación de la doctrina de jurisdicción primaria exige que los 

tribunales emprendan la tarea de examinar los alcances de la ley 

habilitadora de una agencia y determinar si el asunto cae 

estrictamente dentro de su ámbito. Además, le exige que ponderen 

y determinen si es imprescindible y necesario que se resuelva en 

favor de que intervenga inicialmente la agencia. D. Fernández 

Quiñones, Derecho Administrativo y la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, 2da ed., Colombia, Ed. Forum, 2001, pág. 

443. Consejo de Titulares del Condominio Victoria Plaza v. Gómez 

Estremera et al., supra. 

 La Máxima Curia destacó que: “No debemos perder de 

perspectiva que este Tribunal ha resuelto que la doctrina de 

jurisdicción primaria no es una camisa de fuerza, y bajo ciertas 

circunstancias se ha reconocido su inaplicabilidad. Ortiz v. Panel del 

F.E.I, 155 DPR 219, 246 (2001). Así pues, no aplica cuando "[l]a 

naturaleza de la causa de acción presentada y el remedio solicitado 

destacan que no se presentan cuestiones de derecho que exijan el 

ejercicio de discreción y de peritaje administrativo", es decir, cuando 
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la cuestión que se plantea sea "puramente judicial". Ortiz v. Panel 

del F.E.I, supra, citando a D. Fernández Quiñones, op. cit., Sec. 8.4, 

págs. 443-444. Id. 

 En resumidas cuentas, la regla general es que un tribunal 

debe aplicar la doctrina de jurisdicción primaria en todo caso en el 

cual el peritaje de una agencia sea indispensable para resolver la 

controversia. Ortiz v. Panel del F.E.I, supra, pág. 247. A modo de 

excepción, si la cuestión implicada es estrictamente de derecho, el 

tribunal retendrá la jurisdicción. Ortiz v. Panel del F.E.I, supra. Id.  

Conviene puntualizar que, el DACo retiene jurisdicción 

primaria exclusiva para entender en acciones de impugnación de los 

acuerdos del Consejo de Titulares, de las determinaciones, 

actuaciones u omisiones del Director o de la Junta de Directores, 

relacionadas con la administración de inmuebles que comprendan 

por lo menos un apartamento destinado a vivienda. Consejo de 

Titulares del Condominio Victoria Plaza v. Gómez Estremera et al., 

supra. 

 Cuando se impugnen los acuerdos del Consejo de Titulares, 

las determinaciones, actuaciones u omisiones del Director o las de 

la Junta de Directores, con relación a la administración de aquellos 

inmuebles que comprendan por lo menos un apartamento destinado 

a vivienda, se debe recurrir al Artículo 42 de la Ley de Condominios. 

Dependiendo del inciso que corresponda al fundamento de la 

impugnación, el término para presentar la acción será de 30 días o 

dos (2) años y el foro con jurisdicción primaria exclusiva es DACo. 

 Es importante señalar que es un reconocido principio el deber 

ministerial de los tribunales de velar por su jurisdicción. No 

obstante, el conducir a las partes a una innecesaria e indeseable 

multiplicidad de acciones, resulta en un claro incumplimiento con 

este mandato. Permitir acreditar dentro del pleito las reclamaciones 

de los recurridos que forman parte de la reconvención, tendría el 
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efecto de brindar más celeridad y economía judicial a los procesos. 

Este principio se encuentra encarnado en la Regla 1 de 

Procedimiento Civil que postula como factor preeminente que las 

disposiciones de ese cuerpo procesal “[s]e interpretarán de modo 

que garanticen una solución justa, rápida y económica de todo 

procedimiento”. (Énfasis suplido.) 32 LPRA Ap. III.  

 Cónsono con lo anterior, en López Valdés v. Tribunal Superior, 

96 DPR 779, 792 (1968), la última instancia judicial señaló que “[u]n 

principio cardinal en nuestro derecho procesal es el de evitar la 

multiplicidad de pleitos, y de adjudicar en una causa las distintas 

reclamaciones de las partes cuando la naturaleza de las causas lo 

permiten”.  De igual forma, [nuestro Tribunal Supremo expuso] 

sobre la finalidad de la consolidación los siguientes propósitos: 

“evitar la proliferación de acciones, lograr la economía procesal 

y evitar la indeseable probabilidad de que surjan fallos 

incompatibles relacionados con un mismo incidente.” (Énfasis 

suplido.) Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117 (1996); Granados v. 

Rodríguez Estrada II, 124 DPR 593, 608 (1989). 

 Nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que la jurisdicción 

exclusiva conferida al DACo no se extiende a toda posible causa de 

acción dimanante de un condominio sometido al régimen de 

propiedad horizontal. Consejo Cond. Plaza del Mar v. Jetter, supra, 

pág. 662.  

Expuesta la norma jurídica, procedemos a disponer del 

recurso ante nuestra consideración.  

III 

 En su primer señalamiento de error, la parte peticionaria 

arguye que incidió el foro de primera instancia al declarar No Ha 

Lugar la Moción en Solicitud de Desestimación de la Reconvención. 

Aduce, en esencia, que el Departamento de Asuntos del Consumidor 

(DACo), es el foro con jurisdicción primaria para atender los 
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reclamos levantados en la reconvención, ya que los mismos están 

basados en acciones y omisiones de la Junta de Directores. Indica, 

además, que las alegaciones contenidas en el referido escrito, no 

cumplen con la Regla 11.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 11.1 sobre reconvenciones compulsorias.  Sostiene que el caso de 

epígrafe trata sobre un cobro de dinero de cuotas de mantenimiento 

en un complejo residencial cubierto por la Ley de Control de Acceso. 

Arguye que las alegaciones en la reconvención son ajenas al cobro 

de dinero en controversia.5 

Como dijéramos, la parte peticionaria nos solicita la revisión 

del dictamen emitido por el foro a quo, en el cual declaró No Ha 

Lugar la Solicitud de Desestimación. Es de notar que, estamos ante 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo. La denegatoria 

de una moción de carácter dispositivo está comprendida dentro de 

las disposiciones de la Regla 52.16, que nos confieren jurisdicción 

para revisar el dictamen emitido por el foro recurrido.   

Superada esta primera etapa, procede hacer un segundo 

análisis. Debemos determinar si procede expedir el recurso de 

certiorari de epígrafe, considerando los criterios enumerados en la 

antes citada Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal.  

 Al analizar detenidamente las alegaciones contenidas en la 

Contestación a Demanda y Reconvención, nos percatamos de que, en 

su mayoría, estas tienen el propósito de impugnar determinadas 

acciones y omisiones de la Junta de Directores, así como denunciar 

sendos incumplimientos con la Ley de Control de Acceso, entre otras 

leyes y con el Reglamento de la Asociación de Residentes Estancias 

de Cidra.   

Ahora bien, no podemos pasar alto que, entre las alegaciones 

de la reconvención, los recurridos incluyeron alegaciones sobre 

 
5 Apelación, pág. 5. 
6 32 LPRA Ap. V, R.52.1. 
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daños y perjuicios. En particular, en los párrafos 19, 20 y 21 de la 

reconvención, los recurridos alegaron lo siguiente: 

19. Que la negligencia manifiesta de la parte 
demandante reconvenida de tomar la decisión de 
manera unilateral y sin consultar a los residentes 

de eliminar los guardias de seguridad y además 
mantener el perímetro de la urbanización abierta, 
los codemandados reconvenientes temen por su 

seguridad, propiedad y vida y le han causado 
sufrimientos, pesadillas y angustias mentales en 

una cantidad mayor a los $15,000 dólares. 
 
20. Que por la negligencia de la parte demandante al 

no mantener los perímetros de acceso de manera 
controlada y permitir la operación de negocios 

dentro de los perímetros de la urbanización, según 
fuera sometido y aprobado por el municipio de 
Cidra, se violenta la arquitectura paisajista, según 

diseñada, el carácter exclusivamente residencial 
del proyecto y se pierde la seguridad según fuera 
ofrecida al momento de la compraventa, acciones 

que devalúan el precio por unidad y le causa daños 
a los residentes en una suma mayor a los 

$25,000.00 dólares. 
 
21. Que las actuaciones de la parte demandante 

reconvenida de mala fe y nulas descritas en los 
párrafos que anteceden y constituyen una 
conducta temeraria y proceden honorarios de 

abogado conforme a derecho, por lo que solicitamos 
se concedan la cantidad de $5,000.00 dólares de 

Honorarios por Temeridad. 
  

En el presente caso estamos ante un procedimiento ordinario 

de cobro de dinero, en el cual la parte demandada recurrida incoó 

una reconvención que incluye tanto la impugnación de ciertas 

actuaciones de la Junta de Directores, como una reclamación en 

daños y perjuicios, así como costas y honorarios de abogado. 

Tal como lo establece nuestro marco doctrinario, la regla 

general es que un tribunal debe aplicar la doctrina de jurisdicción 

primaria en todo caso en el cual el peritaje de una agencia sea 

indispensable para resolver la controversia. Ortiz v. Panel del F.E.I, 

supra, pág. 247. A modo de excepción, si la cuestión implicada es 

estrictamente de derecho, el tribunal retendrá la jurisdicción. Ortiz 

v. Panel del F.E.I, supra. 
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Por otro lado, si bien es el deber ministerial de los tribunales 

de velar por su jurisdicción, no es menos cierto que, el conducir a 

las partes a una innecesaria e indeseable multiplicidad de acciones, 

resulta en un claro incumplimiento con este mandato. Como ha 

resuelto nuestra última instancia judicial, el permitir acreditar 

dentro del pleito las reclamaciones de los recurridos que forman 

parte de la reconvención, tendría el efecto de brindar más celeridad 

y economía judicial a los procesos. Este principio se encuentra 

encarnado en la Regla 1 de Procedimiento Civil que postula como 

factor preeminente que las disposiciones de ese cuerpo procesal 

“[s]e interpretarán de modo que garanticen una solución justa, 

rápida y económica de todo procedimiento”. (Énfasis suplido.) 32 

LPRA Ap. III.  

 Como sabemos, es “[u]n principio cardinal en nuestro derecho 

procesal es el de evitar la multiplicidad de pleitos, y de adjudicar en 

una causa las distintas reclamaciones de las partes cuando la 

naturaleza de las causas lo permiten”.  De igual forma, [nuestro 

Tribunal Supremo expuso] sobre la finalidad de la consolidación los 

siguientes propósitos: “evitar la proliferación de acciones, lograr 

la economía procesal y evitar la indeseable probabilidad de que 

surjan fallos incompatibles relacionados con un mismo 

incidente.” (Énfasis suplido.) Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117 

(1996); Granados v. Rodríguez Estrada II, 124 DPR 593, 608 (1989). 

 A fin de cuentas, como ha señalado nuestra última instancia 

judicial, la jurisdicción exclusiva conferida al DACo no se extiende 

a toda posible causa de acción dimanante de un condominio 

sometido al régimen de propiedad horizontal. Consejo Cond. Plaza 

del Mar v. Jetter, supra, pág. 662. 

 En consonancia con lo anterior, luego de un ponderado 

análisis de la controversia que nos ha sido planteada, al amparo de 

los criterios para la expedición del auto de certiorari, en ausencia de 
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los criterios expuestos en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

resolvemos no intervenir con la determinación del foro a quo 

mediante la cual denegó la solicitud de desestimación de la 

reconvención. 

Aclaramos que la denegatoria de un tribunal apelativo a 

expedir un recurso de certiorari no implica que el dictamen revisado 

esté libre de errores o que constituya una adjudicación en los 

méritos. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 195 DPR 1, 12 (2016). 

Por último, en cuanto al segundo planteamiento de error, la 

parte peticionaria arguyó que incidió el foro de origen al no resolver 

la Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria sobre Cobro de Dinero.  

 Empero, en la medida en que el foro recurrido aún no ha 

resuelto la moción de sentencia sumaria, no existe un dictamen que 

podamos revisar. Consecuentemente, nos es forzoso concluir que no 

tenemos jurisdicción resolver el referido planteamiento de error. 

Tampoco estamos ante un recurso que cumpla con los requisitos del 

auto de Mandamus, por lo que estamos impedidos de ordenarle al 

foro recurrido que resuelva la moción de sentencia sumaria que 

tiene ante su consideración pendiente de adjudicación. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos se deniega el recurso de 

Certiorari.  Aclaramos que no ostentamos jurisdicción para entender 

en el segundo señalamiento de error. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


